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En relación con las normas consuetudinarias, 
la Corte Constitucional reconoce que la inte-
gración de estas no requiere un acto formal y 
específico para su incorporación en el ordena-
miento interno. Esto significa que las normas 
basadas en costumbres internacionales 
pueden ser aplicadas directamente dentro del 
sistema legal colombiano, facilitando así una 
mayor armonización entre el derecho nacional 
y el derecho internacional.

En cuanto a las normas convencionales, se 
dispone que, dada la creciente interdepen-
dencia de la comunidad internacional, es 
necesaria la creación de obligaciones a través 
de tratados internacionales. Para integrar 
estas normas en los ordenamientos internos, 
se emplean dos técnicas principales:
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Recepción automática: 
Consiste en la publicación del acuer-
do internacional, tras lo cual este 
adquiere validez y fuerza legal dentro 
del país sin necesidad de un proceso 
adicional.
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Régimen de recepción especial: 
Requiere la implementación de un 
acto legislativo específico para que el 
tratado internacional sea incorporado 
al ordenamiento jurídico interno, ase-
gurando así que se ajuste a las particu-
laridades legales y políticas del país.
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Colombia, a diferencia de muchos países de 
Europa y América, adoptó un régimen de 
recepción especial, haciendo depender la 
eficacia interna de los tratados celebrados de 
su transformación en ley. Lo anterior, se 
encuentra regulado en el Artículo 150 de la 
Constitución Política de 1991. No obstante, en 
esta no se citan los actos de organización 
internacional como mecanismos de creación 
del Derecho Internacional ni se realiza alusión 
a su incorporación automática. 

Al respecto la Corte Constitucional, 
ha indicado que la evolución del 
derecho internacional ha permitido 
la aparición del Derecho Comunita-
rio, el cual ha sido el resultado del 
traslado de competencias normati-
vas específicas de los países 
suscriptores de un convenio por 
acuerdo, a los órganos supranacio-
nales creados en el mismo.

Por último, la ejecución de normas 
internacionales en Colombia puede 
ser directamente aplicable en 
orden interno o, por el contrario, 
requerir la adopción de actos nor-
mativos internos. 

En el caso colombiano, la autosufi-
ciencia y la naturaleza autoejecutiva 
de estas normas están garantizadas 
en la Constitución Política: "las rela-
ciones exteriores de Colombia se 
fundamentan en el reconocimiento 
de los principios de Derecho inter-
nacional" (artículo 9). Adicional-
mente, estas normas pueden tener 
una aplicación preferente sobre la 
propia Constitución y los tratados, 
siempre que ofrezcan un tratamien-
to más favorable.

Por lo tanto, una vez incorporadas 
al ordenamiento jurídico interno, 
las normas y obligaciones interna-
cionales de origen convencional 
serán de aplicación inmediata por 
los órganos administrativos y judi-
ciales, siempre que no requieran 
medidas de desarrollo adicionales.
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C L Á U S U L A S  D E  I N T E G R A C I Ó N  E N  
L A S  C O N S T I T U C I O N E S  P O L Í T I C A S  D E  

L O S  PA Í S E S   L AT I N O A M E R I C A N O S

B. 
La primera cláusula de integración latinoamericana fue incorporada en la Constitución 
Política de Colombia de 1991. Por medio de esta se establecen normas de apertura 
que tienen por objetivo hacer efectivos los procesos de integración “garantizando la 
cesión de competencias a órganos supranacionales y la recepción automática de 
decisiones comunitarias” (Tremolada, 2016). Asimismo, se incorporan elementos de 
control y decisión democráticas dentro de las cartas políticas de los países 
latinoamericanos, lo cual permite establecer que a partir de la expedición de la 
Constitución de 1991 se empezó a implementar un nuevo modelo de 
constitucionalismo. 

Según Martínez (2008), el nuevo modelo de constitucionalismo propone acciones 
efectivas para la integración de los Estados e interna compatibilizar la necesidad de 
integración con un concepto recuperado de soberanía. Un ejemplo de esto es que en el 
Artículo 9 de la Constitución Política, se indica que la política exterior colombiana estará 
orientada a la integración latinoamericana y del Caribe, lo anterior se refuerza en el 
Artículo 227 de la carta política. 

El estado promoverá la integración económica, social y política con 
las demás naciones y especialmente, con los países de América 
Latina y el Caribe mediante la celebración de tratados que, sobre 
bases de equidad, igualdad y reciprocidad, creen organismos 
supranacionales, inclusive para conformar una comunidad 
latinoamericana de naciones. 

Es importante señalar que, la norma hace énfasis en la necesidad de consolidar la 
integración económica con otros Estados, sin embargo, en lo relacionado con la puesta 
en marcha de un ente supranacional que abarque otros sectores, “surge el interrogante 
de si dicho organismo estaría cobijado por la literalidad del texto constitucional o 
deberá leerse de forma sintética” (p.74), pero esto es aclarado dentro del Artículo 227. 
Lo anterior, permite inferir que la Constitución Política de Colombia, cuenta con una de 
las cláusulas con mayor proyección para la integración latinoamericana. 

Ahora bien, el compromiso de la conformación de una comunidad latinoamericana de 
naciones, también se incluye en la Constitución de Venezuela de 1999 “Constitución 
Bolivariana” en su Artículo 153, en el cual se establece que “se promoverá y favorecerá 
la integración latinoamericana y caribeña, en aras de avanzar hacia la creación de una 
comunidad de naciones, defendiendo los intereses económicos, sociales, culturales, 
políticos y ambientales de la región”. 

Por su parte la Constitución Política de Ecuador, dedica un capítulo completo a lo 
relacionado con la integración latinoamericana. Por medio de Artículo 416.11, se 
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establece que la integración será un princi-
pio rector de las relaciones internacionales 
y un objetivo estratégico, lo que significa 
que el Estado se verá en la obligación de 
impulsar una integración económica, equi-
tativa, solidaria y complementaria; la 
unidad productiva, financiera y monetaria; 
la adopción de una política económica 
internacional común; el fomento de políti-
cas de compensación para superar las 
asimetrías regionales; y el comercio regio-
nal, con énfasis en bienes de alto valor 
agregado. En este sentido, se puede con-
cluir que la Constitución de Ecuador, es la 
más detallada en cuanto a la cláusula sui 
generis de integración regional. 

Por otro lado, la Constitución de Bolivia 
de 2009, en el Artículo 265, continúa con 
la tendencia integracionista y en este se 
determina la integración con la comunidad 
internacional en general, sin embargo, 
puntualiza la prioridad de cooperación con 
América Latina. 

En cuanto a Perú, en el Artículo 44 de su 
Constitución, se plasma como un deber del 
Estado, garantizar los derechos humanos y 
promover el bienestar general y la 
integración “Latinoamericana, así como el 
desarrollo y la cohesión de las zonas 
fronterizas, Asimismo, se establece que la 
política exterior deberá estar orientada a 
promover la integración, en especial la 
latinoamericana. 

Para el caso de la Constitución de El 
Salvador, se estipula que la integración 
será efectuada mediante tratados o conve-
nios con las repúblicas interesadas, los 
cuales podrán contemplar la creación de 
organismos con funciones supranaciona-
les. No obstante, hace énfasis en que dicha 
integración tendrá prevalencia en las 
regiones centroamericanas.

Un enfoque similar a este se encuentra 
dentro de la Constitución de Nicaragua, 

en dónde se puntualizó en el Artículo 5, 
la intención de dar prioridad a integra-
ción regional haciendo énfasis en la cen-
troamericana. Asimismo, aborda la nece-
sidad de la “unidad de los pueblos de 
América Latina y el Caribe” por medio 
de la creación o elección de los organis-
mos necesarios para lograr tales fines. 

La Constitución de Brasil de 1988, 
aborda en su Artículo 4, la importancia 
de la integración económica, política, 
social y cultural de los países latinoame-
ricanos. De igual forma, el Artículo 21, 
refuerza la orientación internacional de 
Brasil con el objetivo de procurar las 
mejores relaciones con el mundo y la 
importancia de participar en organiza-
ciones internacionales. 

Para el caso de Chile, en su constitución 
política no se contempla una disposición 
explícita sobre la integración latinoame-
ricana. Sin embargo, esto no significa 
que Chile esté ajeno a los esfuerzos de 
integración regional. En la práctica, 
Chile ha sido un participante activo en 
diversas iniciativas y acuerdos de inte-
gración en América Latina. Ha firmado y 
ratificado numerosos tratados que pro-
mueven la cooperación económica, polí-
tica y social con sus vecinos.

Por último, la Constitución de Repúbli-
ca Dominicana del año 2010, habla en 
su Artículo 26 sobre la integración con 
las naciones de América con el objetivo 
de crear una comunidad de naciones 
que defienda los intereses de la región. 
Para esto, trata la posibilidad de ceder 
competencias para que el Estado suscri-
ba tratados internacionales que permi-
tan el desarrollo común de las naciones y 
la posibilidad de atribuir competencias a 
organizaciones supranacionales o para 
participar en “procesos de integración”. 
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A V A N C E S  E N  M AT E R I A  D E  
I N T E G R A C I Ó N  R E G I O N A L  

C. 
Para los países latinoamericanos, las cláusulas de integración regional se han 
desarrollado en el marco de la implementación de un nuevo modelo de 
desarrollo el cual se encuentra enfocado en el mercado y la apertura. En los 
últimos años, los países de la región se han centrado en alternativas que 
incluyen la unión de diversos campos, lo que ha posibilitado la consolidación de 
procesos de integración regional tales como el Mercosur, la Unasur y la 
Comunidad Andina de Naciones. 

Es necesario recordar que el proceso de integración “es un estatus jurídico en el 
cual los Estados entregan algunas de sus prerrogativas soberanas” (Guevara, 
2012, p. 178) con el objetivo de constituir un área dentro del cual circulan 
libremente los bienes, los servicios y los capitales. 

Ahora bien, uno de los primeros avances en materia de integración regional 
estuvo relacionado con la firma del Acuerdo de Cartagena, el cual fue suscrito el 
26 de mayo de 1969 en el marco de la Asociación Latinoamericana de Libre 
Comercio (ALALC) y tenía por objetivo mejorar el nivel de vida y desarrollo 
equilibrado de los habitantes de los países miembros mediante la integración y 
la cooperación económica y social. Asimismo, este tenía por objetivo conformar 
gradualmente un mercado común en América Latina. Este fue firmado por cinco 
países; Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador y Perú. En 1973 Venezuela se adhirió. 

Cabe resaltar que el Pacto Andino, nació como consecuencia del fracaso de la 
Asociación Latinoamericana de Libre Comercio, asimismo, es importante señalar 
que su esquema de integración fue el más amplio hasta ese momento (Mace, 
1988). Este último se enfocó en la liberalización del comercio intrarregional y la 
planificación industrial intrarregional. 

Sin embargo, aunque el Pacto Andino, cumplió con las funciones que se le 
asignaron al momento de su creación, se generaron una serie de crisis dentro de 
su estructura. De acuerdo con Mace (1988), la complejidad del esquema de 
integración, provocaron a una renegociación de los mecanismos elementales 
del proceso y el abandono del cronograma original. La falta de efectividad del 
funcionamiento de los organismos, también se debió a otros motivos, entre ellos 
la inequitativa distribución de costos y beneficios, la politización de cuestiones 
técnicas, el incumplimiento por parte de los miembros de la reglamentación 
comunitaria (Vargas-Hidalgo, 1979), una alta inestabilidad democrática y la falta 
de un liderazgo regional (Mattli, 1999). 
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En esta misma línea, la Alianza del Pacifico 
que fue creada en 2012 establece que tiene 
por objetivo la conformación de un área de 
integración. Lo anterior, se ratifica en los 
Artículos 3,4 y 8 de su Acuerdo Marco. 

Siendo así, se hace necesario precisar que 
los procesos de integración implican volun-
tad política para el logro de un objetivo 
común que sea capaz de sortear las barreras 
económicas, sociales, políticas, culturales e 
históricas. En este sentido, el potencial del 
proceso integracionista latinoamericano se 
encuentra respaldado por características 
comunes como su realidad territorial. Desde 
principios de los sesenta, han existido pro-
yectos para integrar a los países de la 
región, cuestión que se vio fortalecida con la 
implementación de nuevos modelos de 
constitucionalismo a partir de los noventa.

Los intentos de convergencia que se han 
venido llevando a cabo en los últimos años 
por medio de la puesta en marcha por 
medio de organismos tales como la Asocia-
ción Latinoamericana (ALALC), el Mercado 
Centroamericano, el Pacto Andino y el Mer-
cosur, se han basado en acuerdos de comer-
cio e inversión intrarregionales, pero han 
dejado de lado temas políticos, sociales y 
culturales. Tal y como señala Juan Francisco 
Rojas (2011)) “el desarrollo casi exclusivo del 
comercio no ha permitido desarrollar pro-
gramas de cooperación entre otros sectores 
en todo su potencial, impidiendo su contri-
bución a la consolidación de la integración 
social y políticas de las naciones latinoameri-
canas”. 

Actualmente, el principio de supremacía 
en el derecho comunitario ha convertido a 
esta en la segunda región en el mundo por 
su nivel formal de institucionalización, por 
detrás de la Unión Europea. 

Otro mecanismo desarrollado en el marco 
de las cláusulas de integración fue el de la 
Unión de Naciones Suramericanas (UNA-
SUR), este fue concebido como un modelo 
de integración que tiene por objetivo la 
cooperación en los ámbitos político, social 
y cultural. 

Por otro lado, se encuentra el Mercado 
Común del Sur (Mercosur), el cual fue 
creado en 1991 y entre sus miembros se 
encuentran Argentina, Brasil, Paraguay y 
Uruguay. En los primeros años de funcio-
namiento, aumentaron los flujos de comer-
cio intrarregional al mismo tiempo que 
aumentaba el comercio extrarregional. 
Asimismo, hubo un incremento en la inver-
sión extranjera directa en sus países miem-
bros. Es importante señalar, que el Merco-
sur pasó de ser una zona de libre comercio 
entre sus países miembros hasta convertir-
se en una unión aduanera, la cual tiene por 
objetivo de largo plazo transformarse en 
un mercado común. 

Malamud (2011), afirma que, según parte 
de la literatura sobre integración regional, 
la creación de un mercado común y una 
unión económica implica el establecimien-
to de instituciones regionales. Sin embar-
go, a la fecha el Mercosur no ha creado 
una estructura institucional significativa. 
Sus decisiones son tomadas por medio de 
mecanismos intergubernamentales los 
cuales requieren unanimidad. Actualmen-
te, no existe efecto directo ni supremacía 
del derecho comunitario dentro del Mer-
cosur, esto debido a que los actores han 
permanecido ausentes durante el proceso 
y las principales negociaciones no han per-
mitido la conformación de instituciones 
comunes ni a la delegación de soberanía, 
lo que ha ocasionado que los avances 
logrados se afianzarán. 



D. 
A P O R T E S  D E  L A  C O N S T I T U C I Ó N  D E  

1 9 9 1  A L  P R O C E S O  D E  I N T E G R A C I Ó N  
L AT I N O A M E R I C A N O  

Una de las Constituciones Políticas que contribuyó a la configuración del derecho en la cultura 
jurídica latinoamericana es la Constitución de 1991, la cual en distintos apartados desarrolla la 
vocación integracionista de latinoamericana y se enfoca en temas como lo social y lo político. 

Sumado a esto, en el artículo 9 señala que la política exterior del país deberá hacer énfasis en 
la integración latinoamericana y del Caribe. Asimismo, en el artículo 96 habla sobre la 
posibilidad de que los latinoamericanos por nacimiento domiciliados en Colombia puedan 
adquirir la nacionalidad colombiana conforme a la ley y al principio de reciprocidad. 

También es importante destacar que el mandato integracionista dentro de la Constitución de 
1991 muestra preferencia sobre los tratados internacionales que crean organismos 
supranacionales, siempre y cuando estos tengan por objetivo la integración económica, 
política y social con los demás países latinoamericanos y el Caribe. Lo anterior quiere decir, 
que la Política Exterior no está orientada hacia una región en particular, sino que hace énfasis 
en que dicha política tienda hacia la integración.  

C O N C L U S I O N E S  
Aunque el proceso de integración latinoamericana no ha sido del todo exitoso, puede exhibir 
logros relacionados con el establecimiento de una Zona de Libre Comercio, el incremento en 
el flujo del intercambio intrarregional, el fortalecimiento del ordenamiento jurídico y avances 
en el desarrollo de políticas económicas. Asimismo, se puede destacar el trabajo conjunto en 
la ejecución de una política exterior andina, que ha permitido el acceso preferencial de 
algunos productos a los mercados de los Estados Unidos y la Unión Europea, lo que ha 
posibilitado sentar bases para un mejor desarrollo de la subregión. No obstante, es 
importante señalar que los planes de visión se encuentran basados en metas temporales y por 
secciones temáticas. Dicho aspecto, le posibilita a los gobiernos negociar sobre las partes en 
las que coinciden y en las que no. De esta forma, es posible que se creen paquetes regionales 
para comercio, agricultura, seguridad, entre otros. 
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Asimismo, será importante que estos procesos se reorienten a temas relacionados con:

1) promoción y diversificación de nuevas actividades productivas; 2) fortalecimiento de los 
mecanismos de coordinación política, esto con el objetivo de equilibrar las condiciones de 
participación de todos los países; 3) fortalecimiento del bloque subregional y mejora en las 

estrategias de inserción; 4) promoción de la competitividad internacional y mejora en la 
capacidad negociadora de los Estados. 



Para el caso específico de Colombia, se establece que la ejecución de normas 
internacionales que aborden temas de integración dependerá de sus contenidos, un 
ejemplo de esto es que si tratan obligaciones de carácter general de Estado a Estado, 
que imponen un resultado o que contiene derechos imprecisos a favor de terceros, 
necesitarán la adopción de actos normativos internos. Si, por el contrario, regulan 
derechos imprecisos a favor de particulares, necesitarán la adopción de actos 
normativos internos. 

De igual forma, es importante señalar que la integración latinoamericana es uno de los 
puntos centrales del Derecho Constitucional contemporáneo. A lo largo de la revisión 
de las 8 constituciones políticas que se tomaron como referencia para el análisis, se 
puede establecer que estas incluyen un mandato jurídico orientado a la integración 
política, económica y social de América Latina. Sumado a esto, las cláusulas abordan 
la posibilidad de ceder parte de la soberanía de un Estado a una organización regional 
o supranacional. 

Ahora bien, uno de los principales retos a los que se enfrentan los países 
latinoamericanos, es lograr el fortalecimiento de la integración por medio de 
mecanismos como la Comunidad Andina (CAN), la Alianza del Pacifico, Mercosur y 
Caricom, entre otros, esto con el objetivo de impulsar posiciones conjuntas de cara a 
los foros multilaterales como la Organización Mundial del Comercio, la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), entre otros. Lo anterior, permitiría desarrollar una estrategia 
común de incidencia con el objetivo de contar con una mayor participación en la 
definición de las normas internacionales. 

Finalmente, otro reto que se destaca está relacionado con los límites de gobernanza 
regional y del multilateralismo para enfrentar desafíos comunes, lo que retrasa los 
avances en los Objetivos para el Desarrollo Sostenible. 
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